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OPINIÓN   JURÍDICA 

 

Silao de la Victoria, Guanajuato, 25 veinticinco de junio de 2025 

dos mil veinticinco. 

En seguimiento a la iniciativa con proyecto de decreto, por la cual 

se propone reformar los párrafos primero y segundo del artículo 92, y 

adicionar un tercer párrafo al mismo artículo, recorriéndose en su orden 

los subsecuentes, de la Ley para el Ejercicio y Control de los Recursos 

Públicos para el Estado y los Municipios de Guanajuato, se señala lo 

siguiente: 

I. MARCO LEGAL 

ÚNICO. Atribución para emitir opiniones jurídicas. El Pleno del 

Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Guanajuato, de 

conformidad con la atribución consagrada en la fracción XVI del 

artículo 25 de la Ley Orgánica del Tribunal de Justicia Administrativa del 

Estado de Guanajuato (en adelante la Ley Orgánica del Tribunal) está 

facultado para emitir opinión jurídica de iniciativas o proyectos sobre 

ordenamientos administrativos, a petición del Ejecutivo o del Congreso 

del Estado, que sean considerados para efectos de iniciativa. 

En atención a lo anterior, los comentarios que integran el presente 

documento solo constituyen la opinión jurídica de este Órgano 
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Jurisdiccional, en función de los alcances y efectos que se pretenden 

dar a la iniciativa. 

II. ANTECEDENTES 

PRIMERO. Recepción de solicitud para opinión jurídica. El 16 de 

mayo de 2025, se tuvo por recibida la Iniciativa –referida en el proemio 

del presente– en la Secretaría General de Acuerdos, para efecto de 

opinión jurídica de este Tribunal.  

SEGUNDO. Despacho de la correspondencia del Tribunal. Con 

fundamento en el artículo 27 fracción VII, de la Ley Orgánica del 

Tribunal, por parte de la Secretaría General de Acuerdos de dicho 

Órgano de Justicia, se listó como asunto general la petición referida en 

el punto que antecede para los efectos conducentes. 

TERCERO. Vista al Pleno del Tribunal. Posteriormente, en la Sesión 

Ordinaria número 20, celebrada el 30 de mayo del año 2025, se dio 

cuenta al Pleno del Tribunal, y se remitió un tanto de la Iniciativa a las 

Magistradas y Magistrados que lo integran, para efecto de recabar sus 

consideraciones, y posteriormente conformar la opinión jurídica 

respectiva. Lo anterior con fundamento en lo previsto por el artículo 27 

fracción XI, de la Ley Orgánica del Tribunal. 

Por lo que, una vez conjuntados los comentarios vertidos por las 

Magistradas y Magistrados de cada una de las Salas de este Órgano 

de Justicia, mediante Sesión Extraordinaria de Pleno número 29, 

celebrada el 18 de junio de 2025, se aprobó este documento en los 
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términos que más adelante se detallan; en consecuencia se conformó 

la actual opinión jurídica. 

En atención a lo anterior el Pleno, por conducto de la Presidencia 

de este Órgano de Justicia, procede en forma respetuosa a emitir 

opinión jurídica sobre la iniciativa presentada por el grupo 

parlamentario de «MORENA», a efecto de reformar la Ley para el 

Ejercicio y Control de los Recursos Públicos para el Estado y los 

Municipios de Guanajuato, y que en lo esencial hace referencia a los 

argumentos que a continuación se exponen: 

III. Comentario general sobre la viabilidad de la propuesta. 

La presente iniciativa representa una muestra clara del 

compromiso del Congreso del Estado de Guanajuato con los principios 

de disciplina fiscal, eficiencia administrativa y responsabilidad en el 

manejo del erario público. Es de reconocerse que desde el Poder 

Legislativo se impulse un marco normativo más riguroso y transparente 

en el ejercicio del gasto, en congruencia con los estándares federales 

y las expectativas sociales de un gobierno austero pero eficaz. 

En ese contexto, consideramos que el proyecto legislativo abre un 

espacio valioso para la reflexión sobre cómo lograr un equilibrio entre 

la eficiencia del gasto público y la dignificación del servicio.  

En el marco de esta propuesta, y con el ánimo de contribuir al 

perfeccionamiento técnico de la misma, consideramos oportuno 

señalar algunos elementos que podrían ser objeto de revisión o de 

análisis desde diversas ópticas durante el proceso legislativo. Como es 
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natural en toda reforma con impacto en derechos laborales, resulta 

indispensable ponderar no solo el objetivo que se persigue, sino 

también los efectos que pudiera tener su aplicación en el día a día del 

servicio público estatal y municipal. 

 

IV. CONTENIDO DE LA INICIATIVA 

Propuesta de reforma: El 7 de mayo de 2025 se presentó por parte 

del grupo parlamentario de MORENA integrado por las y los diputados 

Antonio Chaurand Sorzano, Hades Berenice Aguilar Castillo, María 

Eugenia García Oliveros, Martha Edith Moreno Valencia, Plásida 

Calzada Velázquez y Luis Ricardo Ferro Baeza, iniciativa de reforma 

radicada bajo el expediente ELD 199 LXVI Legislatura del Congreso del 

Estado de Guanajuato, proponiendo reformar los párrafos primero y 

segundo del artículo 92, y adicionar un tercer párrafo al mismo artículo, 

recorriéndose en su orden los subsecuentes, de la Ley para el Ejercicio 

y Control de los Recursos Públicos para el Estado y los Municipios de 

Guanajuato. 

Con la propuesta de reforma bajo el principio de austeridad 

republicana se busca reducir el monto por el cual se otorgue una 

remuneración por estímulos a servidores públicos, de la siguiente 

manera: 

• Límite para recibir estímulos: Solo podrán recibirlos quienes ganen 

hasta 8 salarios mínimos mensuales (actualmente es hasta 27). 
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• Reducción del monto del estímulo: De 15 días de salario se 

reduce a un tope del 10% del sueldo neto mensual. 

• Prohibición de pagos de salida: No se permitirán estímulos o 

compensaciones al concluir encargos legislativos, judiciales o 

administrativos. 

V. Cuadro comparativo: 

Propuesta de reforma a la Ley para el Ejercicio y Control de los Recursos Públicos para el Estado y 

los Municipios de Guanajuato 

Texto vigente Propuesta 

Capítulo IV 

De las remuneraciones a servidores 

públicos y de los honorarios 

Artículo 92. Las remuneraciones por estímulos se 

otorgarán a los servidores públicos que acrediten 

su desempeño extraordinario, productividad y 

eficiencia, y cuya remuneración integrada 

mensual no sea superior a veintisiete salarios 

mínimos vigentes en el Estado de Guanajuato, 

elevados al mes. 

Los estímulos se otorgarán una vez por año 

conforme al sistema de evaluación de 

desempeño institucional que aprueben los tres 

Poderes del Estado, tomando en consideración 

la propuesta del Comité Técnico de 

Estructuración Salarial. El sistema deberá ser 

elaborado de acuerdo a sólidas bases 

metodológicas, objetivamente medibles que 

privilegien el logro de la misión y propósitos 

esenciales de cada sujeto obligado. El monto a 

Capítulo IV 

De las remuneraciones a servidores 

públicos y de los honorarios 

Artículo 92. Las remuneraciones por estímulos se 

otorgarán a los servidores públicos que acrediten 

su desempeño extraordinario, productividad y 

eficiencia, y cuya remuneración integrada 

mensual no sea superior a ocho salarios mínimos 

vigentes en el Estado de Guanajuato, elevados al 

mes. 

Los estímulos se otorgarán una vez por año 

conforme al sistema de evaluación de 

desempeño institucional que aprueben los tres 

Poderes del Estado, tomando en consideración 

la propuesta del Comité Técnico de 

Estructuración Salarial. El sistema deberá ser 

elaborado de acuerdo a sólidas bases 

metodológicas, objetivamente medibles que 

privilegien el logro de la misión y propósitos 

esenciales de cada sujeto obligado. El monto a 
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otorgarse por estímulo será de hasta quince días 

de remuneración integrada 

otorgarse por estímulo será hasta del 10% del 

sueldo neto mensual. 

Las dependencias, entidades, así como los 

órganos autónomos deberán abstenerse de 

cubrir cualquier tipo de estímulo, pago o 

compensación especial a los servidores públicos 

a su servicio, con motivo del término de su 

encargo legislativo o judicial, o bien por el 

término de la administración correspondiente. 

VI. COMENTARIOS PARTICULARES. 

❖Reducción del umbral de percepciones para acceder a estímulos por desempeño, 

pasando de 27 a solo 8 salarios mínimos mensuales: 

La reducción del umbral de percepciones para acceder a 

estímulos por desempeño, pasando de 27 a solo 8 salarios mínimos 

mensuales, si bien busca alinear la norma con principios de 

racionalidad presupuestaria, podría generar afectaciones relevantes 

al derecho al reconocimiento del mérito laboral, particularmente en 

sectores técnicos, especializados o de responsabilidad intermedia que 

quedarían excluidos automáticamente. Este tipo de personal no 

siempre percibe ingresos elevados por privilegio, sino por el nivel de 

capacitación, carga operativa o riesgo asociado a su función. 

Desde la óptica de los derechos humanos laborales, esta medida 

podría ser vista como una regresión normativa, ya que limita un 

derecho previamente reconocido: el acceso a un estímulo económico 

como resultado del esfuerzo individual, la eficiencia y la productividad. 

El principio de no regresión, ampliamente reconocido tanto por la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación como por la Corte 
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Interamericana de Derechos Humanos, establece que las medidas 

adoptadas por el Estado no deben suprimir ni reducir niveles de 

protección alcanzados, salvo bajo una justificación estricta, 

proporcional y debidamente fundamentada. 

Además, conviene recordar que los estímulos por desempeño no 

constituyen un beneficio discrecional, sino un mecanismo 

institucionalizado para fomentar la mejora continua, el profesionalismo 

y la ética en el servicio público. Limitar su acceso sin una evaluación 

previa del impacto que esto tendría sobre los cuadros técnicos y 

operativos podría debilitar la estructura de incentivos dentro del 

aparato estatal, afectando no solo a los trabajadores, sino también la 

calidad de los servicios que reciben los ciudadanos. 

Por ello, sin cuestionar la intención de racionalizar el gasto público, 

consideramos oportuno sugerir una revisión de este umbral, a fin de 

evitar que la reforma resulte incompatible con los principios de 

progresividad, dignidad laboral y estímulo al mérito, consagrados tanto 

en la legislación nacional como en instrumentos internacionales 

ratificados por el Estado mexicano. Un análisis de impacto técnico y 

jurídico podría aportar información valiosa para armonizar los objetivos 

de austeridad con la salvaguarda de los derechos laborales esenciales. 

La propuesta de reducir el umbral de percepciones para acceder 

a estímulos por desempeño refleja una intención loable del Iniciante: 

centrar los beneficios en los servidores públicos con menores ingresos y 

fortalecer la equidad en el uso de los recursos públicos.  
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Sin embargo, con el mayor respeto, consideramos que la forma en 

que se plantea esta modificación —reduciendo el estímulo de 27 a 8 

salarios mínimos mensuales— podría tener efectos no previstos sobre el 

personal técnico, especializado y operativo, cuya remuneración, si 

bien superior al nuevo límite propuesto, no necesariamente responde 

a privilegios, sino a funciones sustantivas que requieren altos niveles de 

preparación, carga de trabajo o responsabilidad institucional. Dejar 

fuera a este personal podría comprometer el equilibrio interno en 

muchas áreas del servicio público. 

Desde el enfoque de los derechos laborales, esta reducción podría 

interpretarse como una medida regresiva, en tanto limita un derecho 

previamente reconocido: el acceso a estímulos por productividad y 

desempeño. Conforme al principio de no regresión, previsto en el 

artículo 1º constitucional y desarrollado ampliamente por la 

jurisprudencia nacional e internacional, toda modificación normativa 

que implique una disminución de derechos debe estar justificada de 

manera estricta, ser proporcional y demostrar que no existe otra 

alternativa menos lesiva para alcanzar el mismo objetivo. 

Asimismo, vale la pena reflexionar si la propuesta que se hace en 

la iniciativa lograría el equilibrio deseado entre austeridad y 

reconocimiento al mérito. Una modificación de este tipo, sin un estudio 

de impacto que dimensione con claridad a qué niveles afecta, podría 

interpretarse —incluso sin ser esa la intención— como una regresión en 

el derecho a recibir estímulos por desempeño, reconocido desde hace 

años como herramienta para fortalecer la ética del servicio público. 
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Por ello, sugerimos valorar si existen alternativas que permitan lograr el 

mismo objetivo de control presupuestal sin comprometer la calidad 

institucional ni desincentivar el esfuerzo profesional que tanto necesita 

nuestra administración pública. 

❖ En cuanto a la disminución del monto máximo por estímulo; de quince días, al 10% 

del sueldo neto mensual: 

La propuesta de limitar el monto de los estímulos por desempeño 

a un máximo de 10% del sueldo neto mensual, si bien busca introducir 

parámetros claros en el manejo de recursos públicos, representa una 

reducción sustantiva respecto del esquema vigente, que permite 

otorgar hasta quince días de remuneración integrada. Esta 

modificación no es menor: implica disminuir significativamente el 

reconocimiento económico que puede recibir un servidor público por 

su esfuerzo, eficiencia y resultados extraordinarios. 

Desde una óptica jurídica y administrativa, este cambio podría 

debilitar la capacidad institucional para motivar al personal a través de 

mecanismos de mérito, en especial en aquellos sectores donde no es 

posible ofrecer ascensos inmediatos o incrementos salariales 

sustantivos. Los estímulos por productividad han funcionado como una 

herramienta complementaria de pertenencia, compromiso y 

profesionalización, particularmente en áreas técnicas y operativas 

donde la carga de trabajo es elevada y la presión constante. El 

reconocimiento económico al desempeño no debe entenderse como 

un “extra” discrecional, sino como parte de una lógica institucional que 

busca premiar la eficiencia en beneficio del ciudadano. 
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La iniciativa que ahora se discute podría enriquecerse si incorpora 

herramientas similares de análisis técnico y presupuestal, que permitan 

distinguir entre recortes que representan un ahorro efectivo y aquellos 

que pudieran deteriorar la calidad del servicio público.  

La experiencia reciente en la administración pública federal 

muestra que las medidas de austeridad se han enfocado 

prioritariamente en rubros operativos, como adquisiciones de bienes, 

arrendamientos, servicios de comunicación, gastos de oficina y 

consultorías externas, según lo documentado en el Informe de 

Austeridad Republicana 2024 de la Secretaría de Hacienda1. Por 

ejemplo, se optó por mejores procesos de compra, sustitución de 

servicios y racionalización de espacios, sin comprometer la operación 

sustantiva de las dependencias. El propio informe detalla cómo los 

ajustes presupuestales se han aplicado estrictamente en los términos 

permitidos por la Ley Federal de Austeridad Republicana, 

particularmente en lo relacionado con los artículos 8, 10, 12 y 16, que 

regulan gastos administrativos, mobiliario y servicios generales. 

De forma significativa, las medidas no se han centrado en la 

eliminación de incentivos ni en la reducción de prestaciones del 

personal en activo que desempeña funciones técnicas o estratégicas. 

Por el contrario, se ha procurado reorganizar funciones y denominar 

plazas con base en criterios de eficiencia, sin comprometer los 

 

1https://www.sipot.hacienda.gob.mx/work/models/transparencia/docs/Documents/100_Sector_Central_SH

CP_IAR_2024.pdf 

https://www.sipot.hacienda.gob.mx/work/models/transparencia/docs/Documents/100_Sector_Central_SHCP_IAR_2024.pdf
https://www.sipot.hacienda.gob.mx/work/models/transparencia/docs/Documents/100_Sector_Central_SHCP_IAR_2024.pdf
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derechos del personal ni la calidad del servicio público. Esto refuerza la 

idea de que una austeridad efectiva y moderna no debe interpretarse 

como un sacrificio de derechos laborales, sino como una estrategia 

para mejorar el uso de los recursos sin desincentivar el mérito ni afectar 

la dignidad del empleo público. 

Desde una perspectiva técnica y con absoluto respeto a la labor 

legislativa, si bien compartimos plenamente la finalidad que la inspira, 

en su redacción actual implica ciertos riesgos operativos o laborales.  

Por ello, y con pleno respeto al proceso legislativo, sería 

recomendable se considere su efecto real sobre la moral institucional y 

sobre los trabajadores que sostienen, con profesionalismo, las funciones 

públicas más sensibles. Un esquema de estímulos menos limitado, o 

bien escalonado por niveles de responsabilidad o impacto, podría 

equilibrar de mejor forma la contención del gasto con el 

reconocimiento al mérito, sin desincentivar el compromiso de quienes 

entregan resultados de manera constante, y atender lo señalado 

dentro de la Recomendación número 852 por parte de Organización 

Internacional del Trabajo (OIT), en cuyo apartado 1.1. establece que 

deberán adoptarse las medidas pertinentes a fin de limitar los 

descuentos de los salarios.  

 

2 Consultable en: 

https://normlex.ilo.org/dyn/nrmlx_es/f?p=NORMLEXPUB:12100:0::NO::P12100_INSTRUMENT_ID:

312423  

https://normlex.ilo.org/dyn/nrmlx_es/f?p=NORMLEXPUB:12100:0::NO::P12100_INSTRUMENT_ID:312423
https://normlex.ilo.org/dyn/nrmlx_es/f?p=NORMLEXPUB:12100:0::NO::P12100_INSTRUMENT_ID:312423
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Si bien el estímulo no forma parte del salario fijo y no se otorga 

automáticamente, en la práctica representa un complemento 

fundamental para muchas familias trabajadoras, especialmente en 

aquellos casos en que el servidor público cumple jornadas extensas, 

asume tareas extraordinarias o enfrenta presiones operativas 

significativas.  

Reducir ese apoyo sin una alternativa proporcional o gradual 

afectaría el ingreso líquido del trabajador, y podría tener un efecto 

psicológico y práctico en su motivación. Para muchas personas, ese 

monto extra no es un lujo, sino un respiro económico que les permite 

afrontar gastos médicos, escolares o familiares no cubiertos por sus 

ingresos regulares. Por eso, más allá del cálculo contable, es importante 

dimensionar el impacto humano y familiar que una medida como esta 

puede tener sobre quienes sostienen, con compromiso, el 

funcionamiento cotidiano de la administración pública. 

No se omite señalar que, la prestación tiene una naturaleza anual; 

por lo que, percibir un «10% del sueldo neto mensual» al año, 

desincentiva a los servidores públicos para prestar un «desempeño 

extraordinario, productividad y eficiencia». Perdiéndose así el objetivo 

del artículo 92 de la Legislación en estudio.  

 

❖ En cuanto a La propuesta de prohibir de forma general cualquier tipo de estímulo, 

pago o compensación especial al término de un encargo: 
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La propuesta de prohibir de forma general cualquier tipo de 

estímulo, pago o compensación especial al término de un encargo 

legislativo, judicial o administrativo parte de intención de evitar 

prácticas discrecionales o excesos que comprometan la racionalidad 

del gasto público. Esta medida puede contribuir a fortalecer la 

confianza ciudadana en la función pública, siempre que se 

implemente con claridad y respeto al marco jurídico vigente. Sin 

embargo, sería recomendable distinguir entre pagos indebidos y 

aquellos que pudieran derivarse de derechos laborales adquiridos o de 

convenios o normativa previamente establecidos conforme a la ley. 

Una redacción demasiado amplia podría dar lugar a 

interpretaciones que afecten figuras como finiquitos proporcionales, 

pagos por días pendientes, compensaciones devengadas o 

reconocimientos previamente aprobados con base en criterios 

objetivos, propiciando así controversias legales innecesarias. 

VII. CONCLUSIONES:  

Reconocemos que la iniciativa representa un esfuerzo genuino 

por alinear la legislación estatal con los principios de austeridad, 

racionalidad presupuestal y buen uso de los recursos públicos. Las 

modificaciones propuestas reflejan una preocupación por contener 

gastos y reforzar la disciplina financiera en el servicio público. No 

obstante, consideramos necesario advertir que algunos de los 

cambios planteados podrían generar impactos no deseados sobre los 

derechos laborales, la motivación del personal operativo y la calidad 
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de los servicios públicos, si no se aplican con criterios diferenciados y 

con pleno respeto a los principios de progresividad y no regresión. 

Finalmente, se reitera el compromiso por parte de este Tribunal 

de Justicia Administrativa para continuar trabajando de la mano de 

los poderes del estado y diversos organismos autónomos a fin de 

garantizar una adecuada administración de los recursos públicos.  

La anterior opinión la emite el Pleno de este Tribunal de Justicia 

Administrativa del Estado de Guanajuato, con la intención de aportar 

al trabajo legislativo, construir un mejor estado de derecho y 

proporcionar seguridad jurídica a los particulares y a sus derechos 

humanos, reconocidos por la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos. 

 

 


